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1. LINEAMIENTOS GENERALES PARA LA ATENCIÓN DE LAS PERSONAS 

PRIVADAS DE LIBERTAD A FIN DE GARANTIZAR SU DERECHO A LA SALUD 

Y LA INTEGRIDAD PERSONAL ANTE LA PANDEMIA COVID-19, CON 

ENFOQUE HUMANITARIO 

  

Considerando: 

I. Que corresponde  a la Procuraduría General de la República la representación 

judicial en la defensa de la libertad individual de los justiciables conforme el art. 

194 de la Constitución de la República, lo que indudablemente lleva 

consustancialmente la defensa de sus derechos inherentes a su condición 

humana, ahora con especial atención y enfoque humanitario, frente a la crisis 

sanitaria generada por pandemia del COVID-19. 

II. Que la crisis pandémica está obligando al Estado a adoptar medidas urgentes 

ante las condiciones de hacinamiento carcelario y las precarias condiciones de 

higiene, y salubridad y las insuficientes medidas sanitarias ante el COVID 19, 

entre todas las personas privadas de la libertad en el país, y de forma particular 

para aquellas que conforman sectores de mayor vulnerabilidad como personas 

mayores de sesenta años de edad, con padecimientos crónicos como la 

diabetes, hipertensión arterial, con padecimientos cardíacos, oncológicos o con 

enfermedades autoinmunes, entre otros. 

III. Esa vulnerabilidad se agrava tratándose de mujeres en estado de embarazo o 

lactancia, con padecimiento de cáncer cervico-uterino, cáncer de mama, 

además, de las enfermedades autoinmunes y padecimientos crónicos comunes. 

IV. El grado de hacinamiento penitenciario salvadoreño, que de acuerdo con 

investigaciones y fuentes oficiales sobrepasa el 300% de la capacidad instalada 

de los Centros Penitenciario, representa un factor condicionante importantísimo 

a considerar para la adopción de medidas inmediatas de carácter humanitario y 

técnico para reducir los niveles de contagio. 

V. Que la Defensa Pública Penal, en su condición de garante del derecho a una 

defensa pública tanto en su etapa procesal como en la fase de ejecución de la 
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pena, no puede obviar en el marco de la pandemia, hacer especial consideración 

a los estándares internacionales enunciados en principio X de los Principios y 

Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en 

las Américas, para prevenir el contagio del coronavirus  entre las personas más 

vulnerables y que puedan ser susceptibles de gozar de beneficios 

penitenciarios, o ser beneficiadas con medidas sustitutivas a la detención 

provisional e incluso con la cesación de la detención provisional, mediante la 

verificación de los plazos máximos de detención provisional, como acciones 

concretas en defensa de la vida e integridad personal de las personas privadas 

de libertad y coadyuvar al descongestionamiento de centros penitenciarios.  

VI. En consecuencia, se vuelve un deber ineludible para el equipo de profesionales 

que integran la defensa pública penal, con independencia del rol de defensor en 

su etapa procesal o ejecutiva, realizar las acciones legales procedentes ante las 

instancias judiciales competentes para procurar la adopción de las medidas 

judiciales tendientes a los propósitos indicados, logrando la reducción de la 

población penitenciaria, la humanización del sistema, asegurando el control 

estatal sobre las personas beneficiarias. 

 

Para tal efecto, deberá cumplirse los lineamientos siguientes: 

1. La Coordinación Nacional de la Defensa Pública Penal, por medio de las 

Coordinaciones locales, con apoyo de los respectivos Procuradores Auxiliares, 

deberá entregar el miércoles 1 de abril de 2020, a través de cualquier medio 

electrónico o físico, los documentos de trabajo que contienen el nombre de personas 

imputadas o en fase de ejecución de la penal, que podría liminarme ser beneficiada 

con medidas sustitutivas a la detención provisional, cesación de medida cautelar de 

detención provisional o de algún beneficio penitenciario, sin perjuicio que cada 

defensor o defensora revise la información del SIDEP o la que conste en los 

expedientes administrativos. 

 

2. Cada defensor o defensora pública deberá verificar quienes son presentados por la 

Defensa Pública Penal, a más tardar el 2 de abril de 2020. 
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3. En todos los casos de representación de la Defensa Pública penal, deberá 

actualizarse la información de los expedientes en el SIDEP, para validar o modificar 

la referida información, a más tardar el 3 de abril de 2020, tomando en cuenta el 

volumen de la información entregada y eventualmente depurada; tomando en 

cuenta que es una responsabilidad permanente, e inherente a la función de la 

defensa pública la actualización del SIDEP. 

4. Luego de la respectiva actualización, con el apoyo de la Unidad de Tecnología e 

Información, si fuese necesario, y bajo el control y la supervisión de las 

Coordinaciones Locales, el mismo 3 de abril de 2020 se identificarán eventualmente 

las categorías siguientes: 

4.1 Personas condenas por delitos, susceptibles de gozar de los beneficios 

penitenciarios de la libertad condicional o libertad condicional anticipada, 

conforme los Arts. 85 y 86 del Código Penal relacionados con el CAPÍTULO 

II-BIS. Beneficios Penitenciarios de la Ley Penitenciaria (Arts. 39-A al 39-H). 

4.2 Personas con vencimiento de los plazos máximos de detención 

provisional, en favor de quienes deberá determinarse la posibilidad de 

petición de una audiencia especial de revisión de medida cautelar, para 

solicitar la cesación de la misma, conforme el Art. 335 del Código Procesal 

Penal; o la interposición de un habeas corpus, cuyo formato básico será 

socializado a través de la Coordinación Nacional de la Defensa Pública 

Penal. 

4.3 Personas en condición de gozar de medidas sustitutivas a la detención 

provisional, son todas aquellas personas privadas de libertad que se 

encuentran en condición de vulnerabilidad, por ser mayores de sesenta años 

de edad, con padecimientos crónicos como la diabetes, hipertensión arterial, 

con padecimientos cardíacos, oncológicos o enfermedades autoinmunes,  

mujeres en estado de embarazos, lactancia, entre otros. Estos criterios 

deberán ser determinados verificando los datos incorporados en el SIDEP o 

que consten en entrevistas documentadas dentro del expediente físico o 

verificado durante el contacto con ellas en el desarrollo de audiencias 

judiciales.  
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5. Una vez identificadas las personas en las categorías indicadas, las 

Coordinaciones Locales  de forma inmediata organizarán y supervisarán a 

los equipos de trabajo para la presentación de las peticiones judiciales ante 

las sedes correspondientes; para esos efectos, la totalidad de defensores o 

defensoras públicas intervendrán tanto en audiencias, o en la elaboración de 

peticiones propias del procesamiento y la fase de ejecución de la pena. 

 

6. Para la presentación de las peticiones judiciales, deberá hacerse con el 

apoyo de la Coordinación Nacional, a fin de  facilitar la comunicación con las 

sedes judiciales, dado los lineamientos de trabajo elaborados por la Corte 

Suprema de Justicia. 

7. Los argumentos de los planteamientos técnicos podrán reforzados 

considerando los factores siguientes:  

7.1 La rápida propagación de la enfermedad pandémica, no solo por el alto nivel 

de contagio que presenta, sino por las condiciones de hacinamiento y la falta 

de medidas sanitarias y de higienización de las instalaciones penitenciarias, 

que se agrava dada la condiciones de vulnerabilidad que pueden presentar, 

las personas representadas por la defensa pública que cumplen los 

requisitos para solicitar el beneficio. 

8. EL riesgo es más alto tratándose de personas con mayor grado de 

vulnerabilidad, en particular tratándose de mujeres en estado de embarazo 

o lactancia, con padecimiento de cáncer cervico-uterino, cáncer de mama, 

además, de las enfermedades autoinmunes y padecimientos crónicos 

comunes. 

8.1 El riesgo potencial de no contar con el personal, equipo y medicamentos, 

para atender la enfermedad en caso de contagio al interior de los centros 

penitenciarios. 

8.2 El derecho a la salud es un bien público, conforme el art. 65 Cn., siendo una 

obligación del Estado asegurar su mantenimiento o restitución, 

especialmente para personas en condición de vulnerabilidad, cuya posición 

de garante la asume la Dirección General de Centros Penales durante la 

privación de libertad. 
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8.3 La responsabilidad estatal al no emitir las medidas necesarias para evitar la 

propagación de la enfermedad. 

 

9. Para la actualización del SIDEP o la preparación de los escritos o peticiones 

deberá considerarse el teletrabajo, así como el trabajo colaborativo y 

solidario, en caso que parte del equipo de defensores o defensoras se 

encuentre en condición de vulnerabilidad ante el riesgo de contagio del 

COVID19, cuyas consideraciones deberán ser adoptadas por los 

Coordinadores locales, o en su defecto por los respectivos Procuradores 

Auxiliares. 

 

10. En caso de desarrollarse labores presenciales, corresponderá a los 

Procuradores Auxiliares proveer de los insumos sanitarios para la protección 

de la salud del personal que se presente a cada oficina. 

 

11. Las medidas dictadas en los presentes lineamientos serán complementarias 

con cualquier otra decisión emanada del Despacho General, para la 

organización del trabajo de las Procuradurías Auxiliares. 

 

12. Cualquier directriz o medida administrativa necesaria para la viabilidad del 

trabajo de forma efectiva y eficaz no establecida en los presentes 

lineamientos será dictada por la Coordinación Nacional de la Defesa Pública 

Penal, previa autorización del Despacho General. 

 

 

Dados en San Salvador, a los treinta y un días del mes de marzo de 2020. 

 

 

 

Miriam Gerardine Aldana Revelo 

Procuradora General de la República 


